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  RECONOCIMIENTOS



  Como ocurrió cuando escribí mis últimos libros, los medios que me proporcionó la Corporación de Estudios para el Desarrollo (Cordes) me fueron muy útiles para realizar la investigación y escribir el manuscrito de Dictaduras del siglo XXI.


  Debo hacer un particular reconocimiento a Patricio Donoso Hurtado, por el diligente trabajo indagatorio, sus atinadas observaciones al primer borrador, la minuciosa revisión de citas y notas de pie de página, la preparación de la lista bibliográfica y además haber sido el prolijo primer editor de la obra.


  Quisiera también agradecer a Carlos Sánchez Berzaín, Edmundo Jarquín, Asdrúbal Aguiar y Beatrice Rangel, por la generosa pausa que hicieron en sus responsabilidades diarias para leer y comentar los capítulos en que trato la problemática democrática de Bolivia, Nicaragua y Venezuela y su paciente disposición para absolver las consultas que les hice. Los cuatro, por muchos años comprometidos con la defensa de los ideales de la democracia, la libertad y los derechos humanos en sus países y en América Latina.


  Ocasionalmente recibí la colaboración de los investigadores de Cordes, Daniel Baquero, José Mieles, Diego Guerra y de la estudiante de la Universidad de Navarra Macarena Pachano, mientras estuvo de vacaciones en Quito.


  


  PRESENTACIÓN



  La invitación que recibí de la Universidad de las Américas (UDLA) y de la Red del Foro de Biarritz a participar en la conferencia América Latina: dos modelos una sola región, realizada en Quito en el año 2011, me ofreció la oportunidad de presentar las reflexiones que venía haciendo sobre las nuevas formas de autoritarismo que habían aparecido en la región.


  A diferencia de lo sucedido en los siglos XIX y XX, quienes desconocían las instituciones democráticas e instauraban gobiernos dictatoriales no eran caudillos militares y tampoco la institución armada, sino presidentes civiles elegidos por el pueblo para que gobernaran sus países con sujeción a la Constitución y a la Ley. Este nuevo fenómeno autoritario, alumbrado por la volátil política latinoamericana, a fines del milenio apareció en Venezuela acaudillado por el coronel golpista Hugo Chávez. En los primeros años del siglo XXI siguieron sus pasos Evo Morales en Bolivia, Daniel Ortega en Nicaragua y Rafael Correa en Ecuador.


  Sorprendió la paradoja de que el retorno del atávico y cíclico autoritarismo latinoamericano, con todos sus males, se produjera en el mejor momento vivido por la democracia y la libertad durante la casi bicentenaria historia republicana del subcontinente. Por primera vez habían desaparecido las dictaduras y las instituciones democráticas regían el gobierno de los Estados, con la excepción de Cuba. En vista de este significativo logro, alcanzado por el pueblo latinoamericano, muchos pensaron que, esta vez, la democracia había vuelto para quedarse.


  La ponencia que presenté, titulada De la democracia a la dictadura, centrada en el examen del gobierno autoritario de Rafael Correa, fue recogida por el diario El Universo de Guayaquil en los días 20, 21 y 22 de febrero del 2012 y en un libro publicado por la UDLA con el título del citado seminario. Movido por el interés que suscitó mi planteamiento, amplié el ensayo original, trabajo que dio origen al libro Dictaduras del siglo XXI: el caso ecuatoriano, publicado a fines de dicho año1.


  Varias razones me indujeron a profundizar el estudio de esta nueva forma de autoritarismo. La necesidad de desentrañar el proceso político por el que un sistema democrático se convertía en dictatorial y presidentes constitucionales se transformaban en caudillos autocráticos. La utilidad académica de conceptualizarlo, a la luz de las similitudes y especificidades de los cuatro países mencionados. La conveniencia cívica de que ciudadanos y líderes políticos y sociales apreciaran el valor de la democracia y de la libertad, y el papel del régimen republicano en la realización personal de los individuos y en el progreso de las colectividades. Y la convicción de que, bajo ninguna excusa, ni siquiera la de realizar transformaciones sociales, un presidente constitucional podía desconocer el orden democrático, vulnerar sus instituciones y someter a su autoridad todos los poderes del Estado.


  Mientras realizaba la investigación, analizaba los resultados y escribía Dictaduras del siglo XXI, mis hijos y personas por muchos años cercanas a mi trabajo político y académico, me pidieron que abandonara la “temeraria” idea de analizar y exponer la antidemocrática conducta del poderoso e intocable presidente Correa. Estaban seguros de que sería perseguido con fiscalizaciones maliciosas, campañas difamatorias y enjuiciamientos, que eventualmente me llevarían a la prisión o al exilio. A similares acechos iba a estar sometida la Corporación de Estudios para el Desarrollo (Cordes), institución que fundé al terminar mi mandato presidencial y que se había convertido en un influyente think tank ecuatoriano, para lo que Correa contaba con obsecuentes fiscales y diligentes jueces, que no actuarían como magistrados justos e imparciales sino como comisarios políticos del presidente de la República. Los pocos líderes, dirigentes sociales y periodistas que se habían atrevido a denunciar abusos, arbitrariedades y corruptelas de altos dignatarios del Gobierno habían sufrido tales represalias2.


  Ninguno de estos preocupantes presagios se cumplió. Cuando mi libro llegó a los estantes de las librerías, el Gobierno optó por ignorarlo. Probablemente porque cualquier acción que hubiera incoado en mi contra lo publicitaría, con el consiguiente aumento del número de lectores. Quizás también pensó que el hostigamiento y la persecución judicial a un expresidente le ocasionarían perjuicios políticos.


  Para esta nueva edición de Dictaduras del siglo XXI, que en realidad es un nuevo libro, he revisado y ampliado el capítulo introductorio, que ha pasado a convertirse en una primera parte. En él estudio el fenómeno político por el que gobiernos democráticos elegidos por los ciudadanos se vuelven autocráticos lo conceptualizo desde la perspectiva de la Ciencia Política y examino los procesos autoritarios ocurridos en Venezuela, Bolivia y Nicaragua, acaudillados por Chávez-Maduro, Morales y Ortega, incluida la deriva tiránica del segundo y el cuarto. En la segunda parte analizo los medios de que se valió el presidente del Ecuador Rafael Correa para desconocer el orden constitucional y sustituirlo por otro en el que asumió todos los poderes del Estado. En la tercera parte estudio la forma como las instituciones democráticas fueron perdiendo independencia, sustancia y autoridad, y terminaron convirtiéndose en apéndices de la Presidencia de la República. En la cuarta parte esbozo las razones y las causas por las que ha resurgido el viejo caudillismo autoritario latinoamericano y refiero la sorpresiva recuperación de la democracia en Ecuador y parcialmente en Bolivia.


  Debido a la contemporaneidad de los hechos estudiados, las principales fuentes consultadas fueron documentales: informaciones publicadas en periódicos y revistas o difundidas por la televisión y la radio, y el Internet. Esta, utilísima en meses en que el confinamiento provocado por la pandemia del coronavirus limitó el trabajo de investigación. También fueron valiosas las notas que comencé a tomar cuando Hugo Chávez fue elegido presidente en Venezuela y en la escena política del Ecuador apareció un joven contestatario que, a pesar de haber tenido la singular oportunidad de conocer de cerca las ejemplares democracias europeas y estadounidense, carecía de principios y valores democráticos.


  En virtud de que la investigación se circunscribe al ámbito de la política y específicamente a la afectación sufrida por las instituciones democráticas y las libertades públicas, en los países mencionados, no son materia de estudio las obras, programas y proyectos que llevaron a cabo los mencionados gobiernos y tampoco las políticas económica e internacional que siguieron, pero sí el fenómeno rampante de la corrupción.


  Dictaduras del siglo XXI es el tercer libro que he escrito mientras libraba batallas políticas contra el autoritarismo, como fueron La victoria del No (1986) y La dictadura civil (1988), ambos publicados durante el Gobierno del presidente León Febres Cordero. Igual que entonces, además de observar al Gobierno de Correa desde el lindero académico, he intervenido en el debate político, censurando sus excesos autoritarios, cosa que también he hecho con los gobiernos de Chávez-Maduro, Morales y Ortega. En vista de ello, he puesto un especial cuidado en que el texto refleje el trabajo del investigador, con más de cincuenta años en el oficio, antes que las posiciones del político impugnador de las Dictaduras del siglo XXI. En todo caso corresponderá a los lectores extraer sus propias conclusiones sobre la validez y la objetividad del análisis realizado.


  Cuando escribía el primer manuscrito, entre los años 2011 y 2012, para la opinión pública latinoamericana los citados gobiernos eran democráticos. Pocos cuestionaban sus conductas autoritarias, tampoco los abusos de poder, ni siquiera las restricciones que sufría la libertad de expresión, y a nadie se le ocurría catalogarlos como dictatoriales. Algunos justificaban sus excesos con la excusa de que finalmente América Latina tenía mandatarios dispuestos a renovar la desacreditada política, mejorar el sistema democrático, realizar una profunda transformación social y poner el Estado al servicio de los más necesitados.


  Ocho años después, el poderoso, popular y admirado Hugo Chávez, que pretendió replicar en los demás países latinoamericanos la autocracia que instauró en el suyo, reposa en un sarcófago de Caracas. El Gobierno de su sucesor, Nicolás Maduro, además de empeorar su nocivo legado económico y social y provocar el éxodo de millones de venezolanos, ha convertido a la patria del libertador Simón Bolívar en una sanguinaria dictadura rechazada por organismos internacionales y las democracias del mundo. No es diferente la condena que recibe la dictadura del matrimonio Ortega-Murillo por parte de la comunidad internacional, combatida en las calles por jóvenes nicaragüenses con el sacrificio de centenares de vidas. En Ecuador rigen otra vez las instituciones democráticas, y fiscales y jueces independientes han investigado y condenado por corrupción a Rafael Correa, sentencias que le tendrían en una prisión de no haberse refugiado en Bélgica, y le inhabilitan de por vida para ocupar funciones públicas y postularse a dignidades de elección popular. Evo Morales, al intentar perpetuarse en el poder mediante violaciones constitucionales y el fraude electoral y sufrir en las calles el rechazo del pueblo boliviano, renunció a la Presidencia, huyó del país y buscó refugió en México para luego asilarse en Argentina3.


   


  Quito, noviembre del 2020


  
    
      1 Sus cuatro ediciones fueron publicadas en Quito por Paradiso Editores y el texto actualizado para cada una de ellas. La traducción al inglés fue editada en el 2013 por el Interamerican Institute for Democracy con el título: 21st-Century Dictatorships. The Ecuadorian Case.

    


    
      2 Las casas editoriales ecuatorianas también temían sufrir sanciones si publicaban libros que criticaran a Correa; sin importarle este riesgo el director de Paradiso Editores, Xavier Michelena, publicó mi manuscrito.

    


    
      3 Acontecimientos producidos en la segunda mitad del 2020, me han obligado a realizar varias revisiones y actualizaciones del manuscrito, incluso luego de que fue enviado a la casa editorial para su publicación.

    

  


  PRIMERA PARTE
NUEVAS FORMAS DE DICTADURA 


  1
 EL CONCEPTO DE DEMOCRACIA



  La democracia no es solamente un concepto: “gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo”, según la popular definición de Abraham Lincoln. Es, además, un sistema político conformado por una urdimbre de instituciones diseñadas para dividir el poder, evitar sus excesos, vigilar su legal y honesto ejercicio, reglar la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos y garantizar sus derechos y libertades. Estos y otros elementos del sistema democrático, que a continuación mencionaré someramente, conforman el Estado de derecho, definido por cada sociedad política en la Constitución y en las leyes aprobadas por el pueblo o sus representantes en asambleas y congresos.


   


  
    	Los gobiernos democráticos y las autoridades que los representan, en el ejercicio de sus funciones, están sometidos a un conjunto de normas jurídicas cuyo imperio deben respetar y garantizar, igual que los individuos, las organizaciones que conforman y la sociedad en general.


    	El poder es limitado, se halla dividido entre las funciones ejecutiva, legislativa y judicial, y está sujeto a diversas formas de control, a fin de evitar y corregir las desviaciones y abusos que pudieran darse.


    	La justicia es independiente de los otros poderes del Estado, es ajena a interferencias del gobierno o tutorías de cualquier naturaleza y actúa al margen de intereses económicos e influencias políticas.


    	Las libertades, derechos y garantías de los individuos, de las minorías y de la variedad de organizaciones que conforman, así como la igualdad de los ciudadanos ante la ley, se encuentran plenamente garantizados.


    	Las autoridades, en virtud de ser responsables de sus actos, están obligadas a rendir cuentas al pueblo a través de la función legislativa, los órganos de control y el escrutinio de los medios de comunicación.


    	El pluralismo ideológico y político, la diversidad social, cultural, económica y étnica, y las múltiples manifestaciones de la sociedad se hallan garantizados, a fin de que puedan expresarse con entera libertad.


    	Las ideologías, los partidos y los líderes políticos, sin marginaciones, se alternan en el ejercicio del gobierno, para asegurar el pluralismo de la sociedad democrática y la renovación de la vida pública.


    	Las autoridades nacionales y locales son elegidas en comicios periódicos, libres y competitivos, mediante el voto secreto de los ciudadanos, recogido en forma transparente por tribunales electorales imparciales e independientes.


    	El pueblo es consultado en asuntos trascendentales, a través de plebiscitos y referendos, y puede revocar el mandato de las autoridades que eligió.

  


   


  La trágica experiencia vivida por algunos países latinoamericanos durante las dictaduras militares de los años setenta y ochenta del siglo XX, la necesidad de romper el pernicioso círculo vicioso democracia-dictadura y la rareza de que el sistema democrático estuviera vigente en casi todos los países latinoamericanos y del Caribe, hicieron que a fines del siglo XX los gobiernos del hemisferio concibieran un instrumento jurídico que obligara a los Estados a practicarla y defenderla. Aprobado el 11 de septiembre del año 2001 por la Asamblea General Extraordinaria de la OEA reunida en Lima, se le llamó Carta Democrática Interamericana. Los 36 países americanos que la adoptaron, del norte, el centro y el sur del continente, se comprometieron a respetarla y cumplir sus disposiciones. Cabe citar las más importantes4:


   


  
    	Artículo 3. Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas, y la separación e independencia de los poderes públicos.


    	Artículo 4. Son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto a los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa. La subordinación constitucional de todas las instituciones del Estado a la autoridad civil legalmente constituida y el respeto al Estado de derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad son igualmente fundamentales para la democracia.


    	Artículo 5. El fortalecimiento de los partidos y de otras organizaciones políticas es prioritario para la democracia. Se deberá prestar atención especial a la problemática derivada de los altos costos de las campañas electorales y al establecimiento de un régimen equilibrado y transparente de financiación de sus actividades.


    	Artículo 6. La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia.


    	Artículo 7. La democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, consagrados en las respectivas constituciones de los Estados y en los instrumentos interamericanos e internacionales de derechos humanos.

  


   


  Estos principios, instituciones y normas, en los que se asienta el sistema democrático, presentes en la democracia representativa también llamada liberal, guiaron el ejercicio de los gobiernos latinoamericanos en las últimas décadas, con las excepciones de Cuba, Venezuela, Bolivia, Nicaragua y Ecuador, como se verá en las páginas siguientes.


  La democracia ha acompañado al prodigioso desarrollo logrado por algunos Estados en los cinco continentes durante el siglo XX y en lo que va del siglo XXI. Bajo su paraguas protector se cobijó la prosperidad alcanzada por los pueblos de Europa, Norteamérica, Oceanía y Japón; más recientemente la de algunos países de Europa Central, Asia, Latinoamérica y África. El que la democracia estadounidense sea la más antigua, continua y estable del planeta, ha tenido que ver con el notable progreso alcanzado por su pueblo y el estatus de primera potencia mundial que ostentó este país en el siglo XX y conserva en el XXI. La democracia hizo posible la reconstrucción de Japón y de los países europeos asolados por la Segunda Guerra Mundial, así como los milagros económicos de Italia, España, Irlanda, los países bálticos, Chile y los llamados “tigres asiáticos”. La segunda nación más poblada del planeta, afectada por una pobreza extrema, ha comenzado a dejarla atrás gracias a la sólida democracia india.


  En los cinco continentes las naciones adelantadas, económica y socialmente, son las que más años de democracia han disfrutado y las más atrasadas corresponden a países que por largo tiempo estuvieron gobernadas por dictaduras, de lo que en América Latina son ejemplos Haití, Nicaragua, Honduras, Paraguay y Bolivia y en África la mayor parte de sus Estados. No cabe duda de que en la trágica involución económica de la antes próspera Venezuela, y en la pobreza que sufren las cuatro quintas partes de su población, ha tenido que ver la deriva dictatorial ocurrida en los gobiernos de Chávez y Maduro. Los países latinoamericanos con los más bajos índices de corrupción (Chile, Uruguay y Costa Rica) están gobernados por las más estables democracias de la región. Las exitosas economías africanas de Costa de Marfil, Ghana y Botsuana han sido dirigidas por gobiernos democráticos. No es un azar de la historia, sino el resultado de las lecciones dejadas por las tragedias humanas gestadas por los fascismos europeos y las dictaduras tiránicas que gobernaron y esquilmaron algunos países del Tercer Mundo, que en el siglo XXI las dos terceras partes de los habitantes de la Tierra hayan optado por vivir protegidos por el ancho alero de las instituciones democráticas.


  Para negar esta virtuosa relación entre democracia y desarrollo se suele mencionar a la populosa China, país que, a pesar de estar gobernado por la dictadura del Partido Comunista y de su secretario general, en apenas cuatro décadas ha dejado de ser una sociedad pobre y atrasada, en la que millones morían de hambre, para convertirse en la segunda economía del mundo y lograr una masiva reducción de la pobreza, no conocida en la historia de la humanidad5. Si bien existen múltiples causas que explican la anomalía china, como la adopción del modelo económico capitalista y el sustancial aporte de la inversión y las tecnologías foráneas, probablemente en el futuro la plena realización personal de los ciudadanos demandará la mediación de las instituciones democráticas. Además de que, en todo caso, China es solo una excepción y otros pueblos de esa nacionalidad, como Hong Kong, Taiwán y Singapur, años antes y en mayor medida alcanzaron su desarrollo en democracia y libertad.


  En el primer tercio del siglo XX en Rusia, a mediados del siglo XX en tres países europeos (Italia, Alemania y España), al iniciarse el siglo XXI en cuatro de América Latina (Venezuela, Bolivia, Nicaragua y Ecuador) y en ambos siglos en otros de Asia y África, gobernantes, partidos, intelectuales y organizaciones sociales se hicieron del poder con la prédica de que se proponían erigir una nueva y mejor forma de democracia. En su lugar, lo que hicieron fue instaurar dictaduras perpetuas de partido y pensamiento únicos, dirigidas por caudillos que oprimieron a sus pueblos y pretendieron gobernar de por vida.


  A la luz de los principios y preceptos democráticos antes mencionados, en las siguientes páginas se analizará el proceso por el cual, durante los gobiernos de Hugo Chávez-Nicolás Maduro, Evo Morales, Daniel Ortega y Rafael Correa, la democracia fue reemplazada por un sistema dictatorial. En efecto, durante sus dilatados gobiernos desapareció el imperio de la ley, la división del poder, la independencia de la justicia, la rendición de cuentas, el pluralismo político, la alternancia en el gobierno y la transparencia electoral, a lo que se sumaron restricciones de derechos y libertades, particularmente la de expresión, y en Venezuela y Nicaragua graves y en ocasiones atroces violaciones de los derechos humanos.


  
    
      4 En representación de Venezuela fue firmada por el entonces presidente Hugo Chávez Frías.

    


    
      5 Cuando hice una visita oficial a China en el verano de 1984 y me entrevisté con el visionario Deng Xiaoping, que sentó las bases del prodigioso progreso económico que alcanzaría su país, me dijo: “Señor presidente, usted viene de un país rico, el mío es un país pobre”.

    

  


  2
 DE DICTADURAS MILITARES A DICTADURAS CIVILES



  En América Latina, hasta que en los albores del nuevo milenio apareciera el Socialismo del siglo XXI, los militares habían sido los actores y beneficiarios de los golpes de Estado. Valiéndose del poder que les confería la estructura castrense y el privilegio de poseer el monopolio de las armas, derrocaron a presidentes elegidos por el pueblo, desconocieron el orden constitucional, asumieron todos los poderes del Estado e instauraron gobiernos dictatoriales.


  Durante el siglo XIX y en la primera mitad del XX los dictadores tuvieron un doble origen. Unos destituyeron al presidente constitucional, clausuraron el Congreso Nacional y conformaron un gobierno autocrático presidido habitualmente por un jefe militar. Otros, habiendo sido elegidos por el pueblo, dejaron de lado el orden constitucional, se proclamaron jefes supremos y permanecieron en el poder mediante elecciones fraudulentas. A pesar de que estaban en condiciones de gobernar a su antojo, expedir las leyes que desearan e imponer su omnímoda voluntad, mantuvieron nominalmente la atropellada Constitución, excepto en aquello que se opusiera a sus objetivos políticos. Algunos, luego de apoderarse del gobierno, buscaron legitimarse echándose encima un barniz constitucional, para lo que convocaron asambleas constituyentes, que además de confirmarles en la jefatura del Estado confeccionaron cartas políticas de su gusto, en ocasiones aprobadas en referendos. Hubo déspotas que lograron mantenerse en el poder muchos años y pretendieron gobernar de por vida, como Juan Vicente Gómez en Venezuela, la dinastía de los Somoza en Nicaragua e Ignacio de Veintemilla en Ecuador, este a fines del siglo XIX. Si bien Bolivia tuvo numerosos dictadores, ninguno gobernó muchos años.


  En la segunda mitad del siglo XX el fenómeno dictatorial latinoamericano adquirió características distintas, al conformarse juntas militares con los oficiales más antiguos para que gobernaran en nombre de las Fuerzas Armadas. Unas dictaduras tomaron el poder para realizar cambios económicos y sociales que no habían podido hacer los civiles, y otras para combatir a los grupos guerrilleros de ideología marxista-leninista, que se proponían derrotar militarmente a las Fuerzas Armadas para luego instaurar un gobierno revolucionario. Las primeras en Perú y Ecuador, y las segundas en Argentina, Brasil, Uruguay y Chile. Hubo también gobiernos militares que convocaron elecciones y devolvieron el poder a los civiles, desde que Ecuador lo hizo en el año 1979.


  De diferente naturaleza fue la dictadura castrista. Como otros caudillos latinoamericanos, Fidel Castro gobernó Cuba de por vida, casi medio siglo y, si bien en el 2008 renunció en favor de su hermano Raúl, continuó siendo la primera autoridad del Estado hasta su muerte, ocurrida en el 2016. En 1959, un grupo de jóvenes y bisoños guerrilleros culminaron la hazaña militar de vencer al ejército regular y derrocar al dictador Fulgencio Batista. En lugar de restablecer la democracia, objetivo por el que muchos cubanos habían luchado, el “comandante en jefe” instauró una “dictadura del proletariado”, sustentada en un partido y en un pensamiento únicos, el Partido Comunista, y la ideología marxista-leninista. Como en todo régimen de esta naturaleza no existió ninguna de las instituciones de la democracia representativa y tampoco se respetaron las libertades, derechos y garantías propias de una sociedad democrática. Hasta los últimos fusilamientos realizados en el 2003 habían sido victimados más de tres mil individuos, por considerárseles “enemigos de la Revolución”, inicialmente sin que mediara un proceso judicial y más tarde un juicio justo. Muchos más sufrieron prisiones, torturas y toda clase de persecuciones, por haber incurrido en el “grave delito” de disentir. Setenta años después de iniciada la Revolución cubana, un país que figuraba como uno de los más adelantados de América Latina hoy se encuentra entre los más pobres y atrasados6.


  Hasta la aparición del Socialismo del siglo XXI, el general Augusto Pinochet había sido el último dictador latinoamericano. Con el respaldo de la institución militar y de la Policía, mediante un cruento golpe de Estado derrocó al Gobierno constitucional del presidente Salvador Allende (1973), se proclamó jefe supremo de la nación, disolvió el Congreso Nacional, proscribió los partidos políticos y gobernó Chile por 17 años. La Junta Militar que presidió ordenó a una comisión preparar un proyecto de Constitución, con una disposición transitoria en la que se le designaba presidente de la República por un período de ocho años. Sometidas estas propuestas a votación popular fueron aprobadas en el referéndum de 1980 por más de las dos terceras partes de los votantes, condicionados por el ingrato recuerdo del Gobierno del presidente Salvador Allende. (Había sumido a Chile en el caos económico, social y político, y sus revolucionarios seguidores libraban una enconada lucha de clases con la pretensión de reemplazar al gobierno democrático por la dictadura del proletariado). Prevalido de la aquiescencia de los medios de comunicación, de los resultados positivos de la gestión económica y de cierta mejora del bienestar social, pretendió ser reelegido por ocho años más. Fue derrotado en el plebiscito de 1988 al que concurrió como candidato único, cuyo resultado acató, siendo elegido para reemplazarlo, como presidente constitucional, Patricio Aylwin. Debido a su ancianidad y fallecimiento no llegó a ser condenado por enriquecimiento ilícito y su responsabilidad en la tortura y muerte de más de dos mil personas y en la “desaparición” de más de mil, crímenes ejecutados por los aparatos de seguridad militar y policial de la dictadura7.


  Al colapsar en Chile el proyecto socialista de la Unidad Popular, más tarde fracasar en Nicaragua el experimento sandinista y ser derrotado militarmente el foquismo guerrillero aupado por Cuba, que pretendía llegar al poder mediante las armas y el terrorismo, las ideas revolucionarias marxistas-leninistas pasaron a ocupar un lugar marginal en el debate político regional. Con excepción de las FARC colombianas, todos los movimientos guerrilleros se habían integrado a la vida democrática de sus países.


  No debieron pasar muchos años para que los proyectos revolucionarios volvieran a contar en la política latinoamericana, al resultar elegido presidente de Venezuela el exmilitar golpista Hugo Chávez. Con el nombre de Socialismo del siglo XXI, en apenas un lustro desbordaron las fronteras venezolanas y se propagaron en la región andina y en Centroamérica, con la elección de Evo Morales en Bolivia, de Daniel Ortega en Nicaragua y de Rafael Correa en Ecuador. Los tres, admiradores de la Revolución cubana de Castro y de la Revolución Bolivariana de Chávez, y convencidos de que en sus países debía hacerse algo parecido.


  El presidente de Venezuela Hugo Chávez, luego de asumir el poder en 1999, había desconocido el orden constitucional bajo el cual fue elegido, agraviante proceder que a su tiempo hicieron suyo y replicaron los mandatarios de Bolivia, Ecuador y Nicaragua, a lo que seguiría el anuncio de que fundarían una nueva democracia, que llamaron participativa, mediante la expedición de una Constitución a ser aprobada por una asamblea constituyente. La carta política por ella aprobada lo que en realidad hizo fue crear condiciones que permitirían al presidente de la República controlar todos los poderes del Estado. Una vez que consiguieron abolir el Estado de derecho y en su lugar establecer un régimen autocrático, se propusieron gobernar sus países indefinidamente, igual que los caudillos y dictadores de antaño. No fueron ambiciosos jefes militares ni las Fuerzas Armadas los que recusaron la Constitución, sino políticos civiles8 elegidos por el pueblo mediante el voto de los ciudadanos, para que gobernaran sus países sometiendo sus actos y prácticas a la Constitución y las leyes.


  Estos sorpresivos sucesos políticos, que traerían consigo el retorno del antiguo y recurrente autoritarismo latinoamericano, ocurrieron en un momento en que las instituciones democráticas por primera vez regían en toda América Latina, con excepción de Cuba, y muchos creían que iban a permanecer para siempre. Según algunos, en tan inusitados hechos tuvieron que ver las concepciones ideológicas, las definiciones políticas y los planteamientos estratégicos del llamado Foro de San Pablo9. No contaron en la gestación y desarrollo de los procesos políticos que llevaron al poder a Hugo Chávez, Evo Morales, Daniel Ortega y Rafael Correa, en los que más bien jugaron las propicias condiciones económicas, sociales y políticas existentes en sus países y la aparición de líderes políticos carismáticos, sagaces y populistas, a lo que se sumó el apoyo de los diversos sectores de la balcanizada izquierda, de limitada representación electoral pero muy activa y eficaz en el trabajo político. Las que sí contaron, al menos en el orden económico, político e internacional, fueron las ideas neomarxistas del mencionado foro, si se examina el camino estatista, autoritario y antimperialista que siguieron las dictaduras del siglo XXI.


  El modelo político por el que, bajo la conducción de un caudillo civil elegido por el pueblo, las democracias se transformaban en dictaduras plebiscitarias, mediante el uso malicioso de sus instituciones, no fue un invento de Hugo Chávez. Había sido concebido e instituido décadas atrás por los autócratas que gobernaron Italia y Alemania en el temprano siglo XX. Al modelo fascista europeo sus congéneres latinoamericanos se limitaron a añadirle ciertos elementos vernáculos, como el tradicional caudillismo, el atávico paternalismo, el utilitario clientelismo, el redituable populismo y el viejo antimperialismo.


  El fascismo fue concebido e implantado en los años veinte en Italia por el duce Benito Mussolini y en los años treinta en Alemania por el führer Adolfo Hitler, apoyados por los verticales y hegemónicos partidos fascista y nazi. En estos países, igual que en Bolivia, Ecuador, Nicaragua y Venezuela de fines del siglo XX y principios del XXI, gobernantes elegidos por el pueblo transgredieron las instituciones democráticas y, luego de envilecerlas, instauraron dictaduras que les permitieran perpetuarse en el poder y les habilitaran para ejercerlo omnímodamente. Los pueblos italiano y alemán, animados por reivindicaciones económicas y sociales, y motivados por proclamas nacionalistas, pusieron plebiscitariamente en manos de Mussolini y Hitler un poder absoluto. De él se valieron para eliminar las libertades de los ciudadanos, violar gravemente los derechos humanos, llevar a cabo el holocausto judío y desencadenar la Segunda Guerra Mundial, en la que murieron 55 millones de individuos, la mitad civiles.


  A este tipo de régimen político también correspondió el falangismo español, en el que Francisco Franco sustentó el poder absoluto del que se valió para gobernar por décadas, hasta el día de su muerte. Fueron sus elementos constitutivos: el culto reverencial al caudillo, el respeto irrestricto a su autoridad, el monopolio político de un solo partido, el verticalismo sindical, el control de los medios de comunicación, de la información y de la opinión pública, la subordinación de todas las manifestaciones de la vida nacional a los intereses del Gobierno y la restricción de libertades, derechos y garantías ciudadanas.


  En cuanto a la toma y ejercicio del poder absoluto, algo similar había hecho el presidente de Perú Alberto Fujimori, hacia fines del siglo XX. En 1992, dos años después de haber sido elegido en comicios libres, bajo la excusa de que el orden jurídico vigente le impedía “realizar los cambios que necesitaba el Perú”, mediante un autogolpe disolvió el Congreso Nacional y cesó a la Función Judicial y al Tribunal Constitucional. Luego convocó a un Congreso Constituyente al que dispuso confeccionar una Constitución a su medida, aprobada en el referendo de 1993 con el 52 % de los votos válidos. En ella se recortaron las atribuciones legislativas y fiscalizadoras del Congreso y se autorizó la reelección inmediata del presidente. Cuando estaba por terminar su segundo mandato, a fin de postularse a un tercero, mediante decreto interpretó torcidamente la Constitución para que su primera elección no fuera tomada en cuenta. Su Gobierno concluyó abruptamente en el año 2000, al verse forzado a abandonar el país luego de descubrirse la red de corrupción que había montado, para perseguir, extorsionar y sobornar opositores, periodistas y medios de comunicación a fin de ponerlos al servicio de sus intereses políticos. Fue condenado a 25 años de prisión por peculado, interferencia de comunicaciones privadas, conculcación de derechos humanos, diversos abusos de poder y ser “autor mediato” del homicidio de ciudadanos10.


  
    
      6 No se estudiará el caso cubano, por corresponder a un modelo político distinto al de las dictaduras del siglo XXI, pues el poder de Castro no se originó y sustentó en el voto de los ciudadanos y tampoco se valió de las instituciones democráticas para volverlo absoluto y gobernar de por vida.

    


    
      7 Allende no fue victimado por los militares como inicialmente se dijo, pues años después se comprobó su suicidio. En los meses y años siguientes al golpe de Estado fueron asesinadas personalidades de la oposición, entre otras el excomandante del Ejército general Carlos Prats y el exministro socialista Orlando Letelier. Cuarenta y cinco años más tarde, luego de un largo proceso judicial, se descubrió que también fue asesinado el expresidente democristiano Eduardo Frei Montalva. Mientras convalecía de una cirugía menor en un hospital de Santiago de Chile, integrantes de la inteligencia militar le inocularon una bacteria que le ocasionó una mortal septicemia.

    


    
      8 Como Chávez no era ya un oficial de las Fuerzas Armadas, puede considerársele un político civil.

    


    
      9 Convocado por el presidente del Brasil Lula Da Silva y el Partido de los Trabajadores (PT), el Foro de San Pablo se reunió por primera vez en esta ciudad en el año 1990. Participaron 48 organizaciones latinoamericanas y caribeñas de izquierda, que se autodefinieron como “socialistas, democráticas, populares y antimperialistas” y acordaron “enfrentar a las alternativas del imperialismo y el capitalismo neoliberal y a su secuela de sufrimiento, miseria, atraso y opresión antidemocrática”. Al parecer la idea de conformarlo fue concebida por Fidel Castro y transmitida a Lula en una visita que hizo meses antes a La Habana el prometedor líder del Partido de los Trabajadores (PT).

    


    
      10 En 2017 Fujimori fue indultado por el presidente Pedro Pablo Kuczynski, alegando razones humanitarias; indulto que fue revocado en 2018 y cambiada su prisión común por domiciliaria.

    

  


  3
 LAS AUTOCRACIAS CHAVISTAS



  A fines del siglo XX los proyectos revolucionarios latinoamericanos habían perdido el encanto que por mucho tiempo despertaron entre intelectuales, movimientos estudiantiles, organizaciones obreras, sectores progresistas y ciudadanos, movidos por la utopía de construir sociedades igualitarias. Poderosas razones estuvieron de por medio: el fracaso de la vía armada de acceso al poder seguida por los grupos insurreccionales de inspiración marxista, el descalabro económico causado por el sandinismo nicaragüense, el colapso de la Unión Soviética y de los gobiernos socialistas satélites, el estancamiento económico y social de Cuba, y la adopción de la economía capitalista por el gobierno comunista de China, resuelta por el visionario Deng Xiaoping.


  Chávez, Morales, Ortega y Correa, convertidos en los nuevos líderes de la izquierda latinoamericana, se propusieron demostrar al mundo que la idea del igualitarismo económico y social no había muerto con la caída del Muro de Berlín.


  No fue un cuadro político curtido en la lucha revolucionaria el que resucitó los fracasados proyectos políticos de la izquierda radical latinoamericana y abrió a marxistas, neomarxistas y cristianos de izquierda la oportunidad de salir del foso ideológico y político en el que habían caído. Provino del criticado estamento militar, hasta entonces denostado por ser un aliado de las oligarquías y del imperialismo. Sin que la izquierda clásica ni siquiera lo hubiera vislumbrado, de pronto y en forma sorpresiva el poder del Estado cayó gratuitamente en sus manos. A diferencia de lo que sucedió en Cuba, lo habían ganado en las urnas mediante una caudalosa votación popular. Quien había conseguido realizar este prodigio era el coronel, en servicio pasivo, Hugo Chávez Frías, elegido presidente de Venezuela con el apoyo de sectores de izquierda y de muchos ubicados en otras posiciones políticas, incluso antagónicas. Esta sorpresiva victoria de las fuerzas revolucionarias de nuevo cuño pronto rebasó las fronteras de la patria de Bolívar; en Bolivia fue emulada por el líder indígena-cocalero Evo Morales, en Nicaragua por el exguerrillero sandinista Daniel Ortega y en Ecuador por el joven profesor de economía Rafael Correa.


  En los cuatro países, los socialistas del siglo XXI tenían mucha tela para cortar. La rica Venezuela poseía enormes yacimientos petroleros y mineros, el precio del crudo se recuperaba en el mercado internacional, las inequidades sociales eran significativas y la democracia había perdido el soporte que le había brindado su sólido sistema de partidos. Bolivia era el país latinoamericano con el mayor porcentaje de población indígena, contaba con un líder político proveniente de esta etnia y también poseía vastos recursos minerales y gasíferos. Ecuador disponía de una variedad de exportaciones que incluían petróleo, en poco tiempo oro, plata y cobre, y en el orden político era fuerte la presencia de activas organizaciones sociales y un influyente movimiento indígena. Nicaragua, uno de los países más pobres y atrasados de América Latina, contaba con un mayoritario partido revolucionario, el sandinista, que a pesar de no haber realizado en su gobierno la transformación social ofrecida, podía volver al poder en las próximas elecciones. Y en el orden externo, un positivo entorno internacional ofrecía a las exportaciones de los cuatro países elevados precios. Un contexto de esta naturaleza era más que halagador para quienes se proponían transformar desde sus cimientos dichas sociedades. A diferencia de lo que había sucedido con los gobiernos democráticos, iban a disponer de ingentes recursos económicos para llevar adelante sus proyectos revolucionarios.


  Quienes se proponían resucitarlos estaban animados por el voluntarismo que suele acompañar a los caudillos en el gobierno de los países. A la hora de poner en marcha las transformaciones ofrecidas al pueblo, su voluntad, valentía, compromiso y osadía iban a bastarles para superar todos los problemas, dificultades y obstáculos que pudieran interponerse en el camino trazado. Entre ellas, las restricciones constitucionales, jurídicas, políticas, morales, económicas e internacionales que suelen condicionar el ejercicio de los gobiernos democráticos.


  Buena parte de la izquierda latinoamericana, a diferencia de la europea, no había abandonado sus reparos a la democracia representativa y tampoco resuelto enrumbar su lucha política dentro de los linderos de las instituciones republicanas. Siguió descalificándola por burguesa, oligárquica, meramente formal, servidora de la clase dominante y contraria a los intereses del pueblo. Una vez alcanzado el poder se propusieron reemplazarla por una democracia más abierta, popular y participativa, a ser diseñada en asambleas constituyentes convocadas con tal fin. En las Constituciones que se aprestaban a expedir la definirían y sentarían las bases jurídicas de las transformaciones económicas y sociales ofrecidas a los electores, imposibles de realizar con las cartas políticas vigentes. No fue el caso de Ortega, que optó por reformar la Constitución vigente, pero con propósitos distintos, más bien personales, pues ella había sido dictada por los sandinistas cuando conquistaron el poder a fines de los años setenta del siglo XX.


  Subidos a la ola desatada por los triunfos electorales del caudillo, y al margen del orden constitucional vigente, convocaron consultas populares para que los ciudadanos se pronuncien sobre el llamado a una asamblea constituyente. Las ganaron en forma contundente, igual que las elecciones posteriormente hechas para conformarla, mayoría parlamentaria que les permitió imponer sus ideas sin contemplaciones. Como la nueva Constitución debía ser hecha a la medida de los intereses y ambiciones del presidente de la República, siguiendo sus instrucciones aprobaron disposiciones que le otorgaron poderes desmedidos, de los que se valdría para subordinar a su autoridad todas las instituciones del Estado.


  Los textos que las contenían no fueron el resultado de un pluralista debate democrático, realizado por los partidos representados en la Constituyente, sino de la imposición dogmática de la mayoría gobiernista, en ocasiones sin que mediara al menos un debate parlamentario, generalmente mediante votaciones realizadas a mano alzada. Por lo que las cartas políticas que expidieron no fueron la expresión de la pluralidad ideológica inherente a las sociedades democráticas, sino del proyecto político del partido gobernante y de las ambiciones del emergente caudillo.


  En la definición de las nuevas instituciones de las Constituciones de Venezuela, Bolivia y Ecuador tuvieron una importante influencia ciertos académicos españoles provenientes del Centro de Estudios Políticos y Sociales de la Universidad de Valencia (CEPS). Asesoraron a las constituyentes, les escribieron discursos, fundamentaron sus posiciones y llegaron a redactar algunas disposiciones11.


  El pueblo aprobó estas antidemocráticas Constituciones en los referendos convocados para el efecto, por elevadas mayorías que llegaron a representar las dos terceras partes de los votantes. No por lo que en ellas se decía y tampoco por su conveniencia, sino por la ciega confianza depositada en el liderazgo de presidentes que les pedían aprobarlas plebiscitariamente, para que pudieran realizar los cambios sociales ofrecidos y asegurarles a sus pueblos un futuro promisorio.


  Los presidentes del Socialismo del siglo XXI se valieron de las amplias facultades que les fueron asignadas en las nuevas Constituciones (Ortega gracias a reformas), para burlar las leyes, someter a la función legislativa, controlar la justicia, subordinar los órganos de control, restringir libertades y derechos, limitar o abolir el pluralismo político, eludir la rendición de cuentas, manipular los procesos electorales, obstaculizar la alternancia política y ejercer un poder ilimitado.


  Como la Constitución pronto terminó incomodándoles, a pesar de haber sido hecha según sus deseos, la sobrepasaron cuantas veces quisieron, interpretándola en forma interesada y maliciosa, mediante reformas ad-hoc realizadas por congresos o asambleas nacionales o simplemente ignorándola. Uno era el tenor de las disposiciones constitucionales y otro el sentido que les daban las autoridades. El débil o inexistente imperio de la ley les llevó a reformarla de hecho o interpretarla interesadamente para cada ocasión, incluso a través de normas jurídicas de inferior jerarquía, contenidas en leyes, reglamentos o simples decretos presidenciales, barbarismo jurídico del que no escaparon las leyes. En ocasiones, como había ocurrido cuando gobernaban las dictaduras militares, estuvo vigente en cuanto no se opusiera a los objetivos políticos de los gobernantes. No constituye una desmesura afirmar que la Constitución se convirtió en una norma jurídica decorativa, que podía rebasarse o interpretarse en función de los intereses políticos de los dictadores del siglo XXI, cuantas veces quisieran.


  Una vez que obtuvieron las amplias atribuciones otorgadas por la nueva Constitución, o las reformas hechas a la vigente (en el caso de Ortega), a través de obsecuentes órganos legislativos y del abusivo uso del veto presidencial y decretos ejecutivos —llamados en Venezuela “habilitantes”—, tejieron un enjambre jurídico de leyes, reglamentos, disposiciones y normas en cuyas redes atraparon a las instituciones democráticas, a las que convirtieron en un instrumento funcional a sus proyectos autoritarios. Mediante la reorganización y sometimiento de las funciones legislativa y judicial, y de los órganos de control, de la imposición de la autocensura a los medios de comunicación y de la cooptación de las organizaciones sociales y de la sociedad civil, conformaron un sistema de dominación política, económica, social, cultural y comunicacional del que se valieron para gobernar a su antojo y eternizarse en la Presidencia a través de sucesivas reelecciones. Las libertades, derechos y garantías consagradas en la Constitución fueron aplicadas discrecionalmente, pues una fue la vara con la que midieron a los seguidores de la causa revolucionaria y otra la que emplearon para sancionar y perseguir a opositores o meramente a quienes discrepaban o criticaban al Gobierno. Movidos por la ambición de eternizarse en la presidencia eliminaron la alternancia en el poder de partidos y líderes políticos (institución de la democracia que constó en las Constituciones originalmente expedidas por las asambleas constituyentes) y establecieron la reelección indefinida del presidente de la República. Lo hicieron a través de reformas constitucionales ad-hoc o de interpretaciones torcidas de la Constitución realizadas por congresos, cortes de justicia o tribunales, dependientes de la voluntad del caudillo gobernante. No desistieron de su antidemocrático propósito, ni siquiera cuando los ciudadanos las desautorizaron en consultas a las que fueron convocados. Justificaron este arbitrario proceder con la argucia de que, sin la permanencia del caudillo en la conducción del Gobierno, no podría culminar la revolución iniciada, o con la extravagancia de que era un “derecho humano” que estaba siendo vulnerado por los ciudadanos o las leyes. Cosas parecidas habían dicho y hecho los dictadores latinoamericanos del siglo XIX y algunos en el siglo XX.


  Para que los atentados a la libertad del sufragio pudieran ser escamoteados, encubiertos y legitimados, conformaron tribunales y cortes electorales integrados en forma exclusiva o mayoritaria por militantes y simpatizantes del partido gobernante, dispuestos a acatar órdenes y a ejecutarlas disciplinadamente. Estos organismos, antes que cumplir con la obligación constitucional, legal y moral de velar por la equidad de los procesos electorales, la pureza del sufragio y la transparencia de los escrutinios, se interesaron en asegurar el triunfo de los candidatos del Gobierno, para congresos o asambleas y organismos locales. Las normas que garantizaban la equidad económica, publicitaria y proselitista de los candidatos y de sus campañas electorales fueron archivadas, los escrutinios de las votaciones dejaron de ser confiables y volvieron a ejecutarse fraudes electorales, por muchos años desaparecidos. A estos abusos se sumó el uso de dineros y bienes públicos, empleados estatales y propaganda oficial en la promoción del candidato presidencial del Gobierno y de los de su partido. Detrás de esta urdimbre de arbitrariedades y abusos estaba presente el axioma político totalitario de que el poder, una vez obtenido, no puede cederse ni ponerse en entredicho, máxima que implicaba la imposibilidad de que el caudillo gobernante y su partido pudieran perder una elección presidencial o legislativa y tampoco consultas o referendos.


  Para asegurarse la permanencia en el poder interpusieron múltiples obstáculos a quienes eventualmente podían erigirse en una alternativa electoral, a fin de que no aparecieran y/o se destacaran nuevas figuras políticas que pudieran derrotarlos. Mediante argucias legales fueron inhabilitados partidos y candidatos que podían derrotar a los postulados por el Gobierno, se expidieron leyes y reglamentos que perjudicaban u obstaculizaban su labor, se forjaron investigaciones fiscales y juicios persecutorios, y se montaron campañas publicitarias de descrédito. Para la asignación de escaños, en las elecciones plurinominales se impuso un sistema que premiaba en forma desmedida a las listas de candidatos que obtenían el primer lugar en las votaciones. Gracias a este arbitrio, el partido oficial, con un tercio de los sufragios, pudo obtener más de la mitad de los integrantes del Congreso o Asamblea; y con un 50 % una mayoría absoluta.


  De todo ello cabe concluir que en las dictaduras del siglo XXI la voluntad popular no solo fue alterada en los escrutinios, sino desde el inicio de las campañas electorales, incluso con anterioridad, y continuó hasta su finalización. Si a pesar de los maliciosos procedimientos descritos llegaba a ser derrotado el candidato presidencial, mediante la manipulación de los sistemas informáticos realizaron fraudes electorales explícitos. Ocurrió de manera reiterada en elecciones presidenciales, legislativas y locales. Autoridades electorales mandadas por el Gobierno, en lugar de velar por la transparencia de las votaciones y de los escrutinios, al advertir que el candidato de la oposición a la Presidencia encabezaba las votaciones, paralizaron la información de los resultados. Horas después, al ser restablecida, el candidato oficial encabezaba los cómputos electorales y era declarado triunfador12.


  Inicialmente no eliminaron físicamente a sus opositores mediante acciones criminales de los aparatos represivos del Estado, como hicieron los dictadores militares del último tercio del siglo XX. Prefirieron aniquilarlos moralmente, a través de malévolas y calumniosas campañas de descrédito montadas por los aparatos de propaganda del Gobierno, con las que intentaron, y en algunos casos consiguieron, arruinar la reputación de sus adversarios, afectar la credibilidad y provocar el rechazo de los ciudadanos, cuando participaban en el debate público o intervenían en procesos electorales. Una vez que conseguían acanallarlos, cualquier cosa dijeran, por justa, cierta y documentada que fuera, era desechada por buena parte de la opinión pública. No fueron pocos, más bien muchos, los que consideraron que las denuncias de los opositores eran simples patrañas urdidas por los defensores del viejo orden, contrarios a que se corten privilegios y se realicen los cambios sociales requeridos por el pueblo.


  La institución republicana de la oposición, la diversidad ideológica y las diferencias programáticas, no fueron vistas como elementos de la pluralista sociedad democrática sino como cortapisas que paralizarían los proyectos revolucionarios. Los opositores y todo aquel que criticaba al Gobierno, particularmente al presidente, fueron vistos como enemigos a los que era necesario destruir, persiguiéndolos judicialmente a través de acciones penales o administrativas, impulsadas por obsecuentes fiscales, jueces y autoridades, dispuestas a forjar delitos, iniciar juicios infundados y condenar a inocentes, arbitrariedades habitualmente cubiertas con un manto de “legalidad”. O mediante sumarios administrativos, inspecciones laborales, fiscalizaciones tributarias y otras medidas punitivas, dirigidas a afectar económica, profesional y laboralmente a los adversarios del Gobierno. Resultaron igualmente numerosos los pacíficos manifestantes que fueron encarcelados, torturados y asesinados por los aparatos represivos de la dictadura. Para escapar de la persecución política y no terminar encarcelados, muchos se vieron forzados a marchar al exilio, miles en Venezuela y Nicaragua y centenares en Bolivia.


  En virtud de que las dictaduras del siglo XXI controlaban todos los órganos del Estado y no existían justicia, tribunales e instancias administrativas independientes, quienes no comulgaban con sus ideas y prácticas no pudieron defenderse y tampoco conseguir que se revocaran falsas imputaciones y abusivas sentencias. Como los inculpados nada pudieron hacer frente a juicios, procesos y acciones que no respetaban el debido proceso, les resultó imposible invalidar actos arbitrarios de jueces, autoridades y funcionarios públicos. En los juicios de interés del Gobierno todas las instancias judiciales o administrativas terminaron fallando de manera uniforme, en función de las instrucciones impartidas por el dictador y sus emisarios, en ocasiones emitidas públicamente. Ante el desamparo y la indefensión en la que opositores y críticos cayeron, algunos optaron por guardar silencio o marcharse al exilio.


  Es así como los gobiernos de Venezuela, Bolivia, Ecuador y Nicaragua, originalmente elegidos por los ciudadanos en procesos electorales justos y libres, se transformaron en dictaduras. No cabe llamar de otro modo a regímenes políticos en los que desaparecieron los elementos constitutivos del sistema democrático: imperio de la ley, división del poder, independencia de la justicia, pluralismo político, alternancia en el gobierno, rendición de cuentas, libertades públicas y elecciones libres.


  Los servicios de inteligencia, a cargo de las Fuerzas Armadas y la Policía, fueron sustituidos por organismos políticos represivos y persecutorios sometidos a la autoridad del presidente de la República. En lugar de prevenir y perseguir acciones delictivas contra la seguridad de las personas, del país, de la propiedad privada y del patrimonio público, fincaron su atención en las actividades de quienes el Gobierno consideraba sus críticos, opositores o enemigos: líderes políticos, dirigentes sociales, periodistas, empresarios y activistas de la sociedad civil.13 Violando garantías constitucionales y desconociendo prohibiciones jurídicas expresas interfirieron llamadas telefónicas, violaron la correspondencia, captaron comunicaciones electrónicas, enviaron intimidaciones anónimas, hicieron llamadas telefónicas amenazantes, reprimieron brutalmente manifestaciones de protesta, expulsaron al pueblo de calles y plazas, apresaron, torturaron y ejecutaron atentados criminales. Incluso, operaron fuera de las fronteras nacionales a través de operaciones encubiertas.


  El control y la manipulación de la opinión pública les resultó vital para preservar la buena imagen del caudillo gobernante y su popularidad, además de asegurar sucesivos triunfos electorales, de los que iban a depender su futuro político y la permaneciera en la Presidencia. Con este fin restringieron o eliminaron la libertad de expresión, desfiguraron las noticias, alteraron los hechos, vilipendiaron a los opositores, mintieron, calumniaron y atosigaron a los ciudadanos con propaganda diaria y uso malicioso de las redes sociales. Mediante la entrega o el retiro de contratos de publicidad y la expedición de leyes punitivas que establecían el pago de cuantiosas multas o indemnizaciones, impusieron la autocensura en la prensa, la televisión y la radio, que a algunos medios llevaron a la quiebra. Estos fueron también obligados a sumarse a los cotidianos enlaces de televisión y radio del presidente o a la atosigante e interesada propaganda oficial, en ocasiones dirigida a difamar a críticos y opositores. Finalmente formaron imperios mediáticos, ampliando el ámbito y el número de las revistas, televisoras, radios y periódicos estatales, y expropiando medios de comunicación privados.


  Fue de capital importancia política la manipulación de las necesidades y frustraciones populares a través de la prédica de una especie de lucha de clases, supuestamente librada entre ricos y pobres, explotadores y explotados, pudientes y desheredados. Este discurso de los líderes chavistas fructificó, debido a las disparidades económicas, las diferencias étnicas, las injusticias sociales y los resentimientos individuales y colectivos, por siglos existentes en amplios sectores de la población. Con la llegada al poder de gobernantes sin ataduras con el pasado, comprometidos con las necesidades populares y resueltos a enfrentar a las clases dominantes terminaría la explotación de los pobres, se implantaría la justicia social y se alcanzaría la equidad económica. Con lo que desaparecerían las desigualdades y nunca más habría familias con necesidades insatisfechas, menos todavía pobres e indigentes. (No fue lo que ocurrió Venezuela, Nicaragua y Ecuador, y en el primero más bien empeoró en forma dramática la pobreza).


  Eliminaron el pluralismo ideológico y político, impusieron un pensamiento único, rodearon de privilegios al partido de gobierno y limitaron los derechos de las demás organizaciones políticas. El Socialismo del siglo XXI fue definido como la expresión ideológica de los intereses del pueblo y el partido de gobierno como el responsable de ejecutar la revolución social contenida en sus máximas y propuesta por sus líderes. Las demás organizaciones, políticas, sociales y de la sociedad civil, a las que se las estigmatizó como enemigas de la revolución, fueron perseguidas, divididas y disueltas, con la consiguiente desaparición de las instituciones democráticas del pluralismo y la oposición.


  Si bien toleraron la presencia de otros partidos y movimientos políticos y se les permitió intervenir en contiendas electorales, estuvieron sometidos a restricciones y cortapisas que dificultaron su reconocimiento jurídico, obstaculizaron las actividades de proselitismo y limitaron su participación electoral. Los partidos opositores fueron excluidos de los más importantes órganos del Estado, a cuyos afiliados y simpatizantes les estuvo vedado integrar los tribunales de justicia ordinaria, electoral y constitucional, entre otros. En los eventos electorales fue impedida o dificultada la intervención de candidatos opositores con opciones triunfadoras y descalificados algunos que lograron postularse, incluso después de ser elegidos. En otras palabras, los caudillos socialistas del siglo XXI se valieron de las instituciones democráticas para gobernar antidemocráticamente.


  En este enrarecido ambiente político, signado por el dogmatismo, la intolerancia y la obcecación, no fue posible que existiera un debate razonado de los asuntos públicos, como suele ocurrir en las sociedades democráticas, ni siquiera en el foro que le es inherente por recoger en su seno las diversas ideologías y partidos: el Congreso o la Asamblea de los representantes del pueblo. Puntos de vista distintos, cifras diferentes, ideas contrarias y realidades disímiles, presentadas por opositores y críticos, no fueron desvirtuadas por los gobiernos, mediante la exposición de razones, evidencias, números, argumentos y hechos que las contradijeran. Sus portavoces, en lugar de rebatirlos, optaron por impugnar personalmente a sus contradictores, haciéndoles inculpaciones personales y descalificaciones morales, que nada tenían que ver con la materia del debate o el asunto en referencia. A lo que sumaron el empleo de una variada gama de adjetivos peyorativos que en ocasiones derivaron en insultos. Los sufrieron: el secretario general de la OEA José Miguel Insulza, presidentes latinoamericanos y de Estados Unidos y todo aquel que apostilló las conductas, decisiones y órdenes de los dictadores del siglo XXI.


  Conscientes de que las armas estaban en manos de los militares y que necesitarían de ellos para sofocar protestas, imponer sus arbitrariedades y perennizarse en el poder, intentaron politizarlos, a fin de que se convirtieran en el brazo armado de sus proyectos revolucionarios. Fue lo que ocurrió enteramente en Venezuela y Nicaragua, países en que los militares se convirtieron en un instrumento de los Gobiernos de Chávez, Maduro y Ortega. No así en Ecuador y Bolivia, a pesar de las presiones políticas que sufrió la institución castrense, del constante hostigamiento, de la manipulación de ascensos y del intento de enfrentar a oficiales y soldados llevando a los cuarteles la lucha de clases, con la denuncia de los privilegios de aquellos y las carencias de estos.


  Afectados por el dogmatismo, el sectarismo y el sentido mesiánico de la misión que el pueblo les había encomendado, redujeron la historia de sus países a la fecha en que asumieron el poder e iniciaron sus mandatos. Hasta entonces, poco menos que nada se había hecho para incentivar el progreso, a pesar de las múltiples obras de infraestructura física que se construyeron, de la notable reducción del analfabetismo y de la importante mejora de las condiciones de vida de los sectores populares y medios. Testarudamente ignoraron progresos económicos y avances sociales alcanzados en casi doscientos años, particularmente en la segunda mitad del siglo XX y anunciaron pretensiosamente que refundarían sus países. Ni siquiera reconocieron los incesantes esfuerzos de partidos y líderes políticos para perfeccionar y consolidar las instituciones democráticas. A fin de que esta prédica fuera asumida por los ciudadanos, particularmente niños y jóvenes, publicaron textos de enseñanza y panfletos proselitistas que tergiversaban la historia, para convertir a la educación en instrumento de propaganda y adoctrinamiento14.


  El culto a la personalidad del caudillo se convirtió en la política central de las dictaduras del siglo XXI, cuya ejecución estuvo a cargo del aparato de propaganda del Gobierno. Para que fuera percibido como un ser excepcional, al que los ciudadanos debían respetar, obedecer, ensalzar y seguir, lo colmaron de virtudes, méritos, habilidades y saberes. A diferencia del común de los mortales era inteligente, sabio, valiente, honesto, sensible, solidario, sacrificado, laborioso, infalible y humanitario. Gracias a estos supuestos atributos estaba en condiciones de saber cuáles eran las necesidades del pueblo y cómo debían atenderse y resolverse. Y también de acertar en todo lo que decía y hacía sin nunca equivocarse, motivo por el que no podían discutirse y menos aún criticarse sus decisiones y decires. En la sumisión de sus votantes, de los dirigentes de su partido e incluso de altos dignatarios del Estado, jugó la utilitaria convicción de que sin él perderían el poder, ingresos pecuniarios y privilegios que habían alcanzado. Para ensalzarlo se levantaron monumentos y se montaron museos que perpetuaran su memoria y recordaran a los visitantes el inigualable legado que estaban dejando a la patria.


  Al endiosamiento de los caudillos del siglo XXI contribuyó su reticencia a rodearse de personas competentes, ilustradas y honestas, y la proclividad a tener a su lado individuos de escasos méritos, limitados conocimientos, poco talento, ninguna experiencia y débiles principios morales. Quienes reunían estos requisitos tenían un camino despejado para ascender a las altas funciones de vicepresidentes, ministros, parlamentarios, magistrados de justicia, gobernadores, diplomáticos y directivos de las empresas del Estado. Conscientes de que difícilmente habrían ocupado una función pública importante en anteriores gobiernos, y agradecidos por la distinción recibida, se sintieron obligados a rendir pleitesía al jefe y a convertirse en incondicionales servidores. Este, por su parte, se sentía seguro y confiado teniendo a su lado a individuos de tal naturaleza, pues ninguno se atrevería a disputarle su liderazgo y siempre estarían prestos a secundar cualquier cosa que dijera, ordenara o hiciera, por desatinada que fuera.


  Los partidos, agrupaciones, militantes y un buen número de votantes, que se inscribieron en los proyectos socialistas del siglo XXI, estuvieron sometidos a un rígido verticalismo ideológico y político que les impidió tener su propia opinión, menos todavía expresarla públicamente, ni siquiera privadamente, sobre todo si el caudillo había tomado una decisión o fijado una línea a seguir, política, económica o internacional. Unos por creer que si manifestaban sus puntos de vista, más si lo hacían públicamente, estarían entregando armas a los enemigos de la revolución para que las utilizaran en su contra. Otros porque estaban afectados por un cerril fanatismo que perturbaba sus mentes y enajenaba su pensamiento, al punto de obnubilar los hechos, negar manifiestas realidades y hacerles olvidar principios e ideales por los que antes habían luchado. Debido a estas razones estuvieron anímicamente dispuestos a hacer suya cualquier cosa que el cabecilla dijera o hiciera, por absurda, equivocada, nociva, ilegal, inmoral o criminal que fuera.


  En vista de ello, los partidos políticos de la revolución bolivariana y de la revolución sandinista no han sido entes deliberantes que eligieran libremente a sus dignatarios, los renovaran periódicamente, postularan candidatos a diversas dignidades y se reunieran regularmente para analizar la conducta del gobierno y de sus funcionarios y expresar sus puntos de vista, a la luz de los principios doctrinarios que inspiraban su acción. Más bien se convirtieron en correas de transmisión de las órdenes impartidas por los operadores políticos del gobierno y en instrumentos de acarreo de militantes y simpatizantes a concentraciones y manifestaciones públicas de respaldo. No materializaron el discurso y la promesa de que instaurarían una nueva democracia participativa, que convertiría al pueblo en actor de su destino, a través su intervención permanente en las decisiones del gobierno. Al contrario, más bien contribuyeron a que se impusiera un rígido verticalismo, existiera una sola voz y resurgiera el viejo caudillismo latinoamericano, en sus peores expresiones. Es lo que ocurrió con el Movimiento al Socialismo (MAS) de Bolivia, el movimiento Alianza PAIS (AP) de Ecuador, el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) de Nicaragua y el Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV).


  Las dictaduras del siglo XXI han demostrado cuán cierta es la sentencia de John Dalberg-Acton de que “el poder corrompe y el poder absoluto corrompe absolutamente”. Crearon condiciones políticas, jurídicas, económicas y judiciales para que la corrupción prolifere y se institucionalice. No fueron ajenos a la corrupción presidentes, vicepresidentes, ministros, magistrados de justicia, fiscales, autoridades de control y legisladores. En fin, todo funcionario que tenía la atribución de aprobar o contratar obras públicas, adquirir bienes y requerir la prestación de servicios exigía frecuentemente el pago de una coima, a lo que contribuyeron ciertas particularidades de estos gobiernos. La multiplicación exponencial del gasto público, las mayores responsabilidades y atribuciones entregadas al Estado, las restricciones a la libertad de prensa, la pérdida de independencia de fiscales, jueces y autoridades de control, la extinción de la función fiscalizadora del Congreso o Asamblea, la persecución de quienes investigaban y denunciaban actos de corrupción y el mal ejemplo de presidentes, ministros y gerentes, que se enriquecían en sus cargos o volvían opulentas a sus familias, a la vista de “todo el mundo”. Quienes se lucraban con los dineros públicos estaban seguros de que nunca serían investigados, juzgados y castigados, mientras militaran disciplinadamente en el proyecto revolucionario, se mantuvieran fieles al caudillo que lo conducía y conservaran el gobierno del Estado. Tan fue así, que la corrupción del expresidente del Ecuador, de su vicepresidente y de varios ministros y altos funcionarios solo pudo investigarse, enjuiciarse y condenarse luego de que Rafael Correa dejó el Gobierno.
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